Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 50 minutos) 
-Antes de comenzar la sesión, quiero dar la bienvenida al señor Senador Morelli. 


La Comisión tiene como primer punto del Orden del Día el proyecto de ley relativo al Código 
del Proceso Penal, tema recurrente que viene del período pasado. En la sesión anterior hablamos 
sobre la metodología de trabajo, pero no sé si comenzar hoy su estudio o dejarlo para la semana que 
viene. Se había decidido que su consideración se realizase en sesiones separadas y más largas, pero 
falta definir la fecha de comienzo. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Si bien esta Comisión trabaja todo el mes, el criterio sugerido fue el de ingresar 
en el estudio del tema después del período ordinario de sesiones, esto es, luego del día 18 de cada 
mes. El otro punto planteado por algunos compañeros de nuestra Bancada fue que, por lo menos en 
un comienzo, hubiera más presencia de Senadores titulares. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, deberíamos comenzar a tratarlo después de las elecciones del 
Frente Amplio. 


SEÑOR PASQUET.- En cuanto a la metodología de trabajo, quiero insistir en un aspecto que planteé 
en otra oportunidad. Siendo que vamos a considerar un régimen procesal penal que es muy distinto de 
todos los que hasta ahora tuvo la República y no entendimos pertinente aprobarlo a tapa cerrada sino 
estudiar las disposiciones del proyecto, creo que vamos a tener que encomendar a alguien la 
elaboración de una presentación de cada uno de los títulos, capítulos o secciones -dependiendo del 
criterio definido para trabajar- de manera de ordenar el trabajo. La persona que lo haga nos señalaría 
las características principales del capítulo, sección o título de que se trate, estableciendo dónde están 
las modificaciones respecto al régimen vigente, cuáles son los puntos importantes y en cuáles tuvo 
dudas la Comisión, según surge del informe que acompaña la presentación del texto. En fin, considero 
que sería bueno contar con una presentación del asunto para, sobre esa base, limitarnos a coincidir -si 
es ese el caso- o presentar las propuestas de modificación que cada uno considere pertinentes. Como 
no parece razonable encargar esa tarea a un compañero de la Comisión y de pronto no todos podrían 
hacer una presentación muy técnica del proceso penal, me parece que vale la pena recabar el 
concurso de un experto procesalista para hacerlo. No sé si encontraremos a un entendido tan bien 
dispuesto que se avenga a hacerlo en forma honoraria -luego se le haría un agradecimiento público, 
lógicamente- o si tendremos que contratar a alguien utilizando los mecanismos más transparentes y 
adecuados. Como dije, creo que vale la pena contar con un experto que, sesión a sesión, nos diga, por 
ejemplo, si en un capítulo hay temas de verdadera importancia o si se trata de asuntos de mero 
trámite, si se debe tener cuidado con tal o cual artículo, si hubo una disyuntiva y hay que elegir entre 
determinadas alternativas, en fin, una persona que nos ilustre un poco acerca de cómo viene esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También podríamos invitar a algunos de los integrantes de la Comisión 
redactora, dado que ellos brindaron algunas consideraciones generales y trabajaron durante 
muchísimo tiempo. Quizás podría ser de utilidad que lo hiciera, por ejemplo, quien fungió de 
Presidente, acompañado por otra persona. Me parece que todo el proceso de elaboración y todos los 
elementos considerados pueden pesar, sin perjuicio de lo cual estoy de acuerdo en invitar a un 
procesalista, aunque no es fácil que dispongan de ese tiempo; inclusive puede colaborar algún 
integrante de la Comisión, ya que han trabajado en este tema durante muchos años y lo tienen bien 
claro. 


SEÑOR DA ROSA.- Pensando en el mismo sentido y tratando de profundizar la idea, pienso que 
quizás lo indicado sería invitar al Presidente de la Comisión y a alguien que él entienda pertinente para 
que lo acompañe, a los efectos de hacer la presentación y de establecer la metodología de trabajo en 
función de las modificaciones que consideren sustanciales o más importantes introducidas al sistema 
procesal penal y, eventualmente, considerar la posibilidad de contar con la colaboración de un 
procesalista para algún tema espinoso, complicado o que genere dudas de constitucionalidad. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En el mismo sentido que los demás señores Senadores, me parece que, en 
primer lugar -esto es algo que vengo diciendo desde hace mucho tiempo- tenemos que estudiar este 
tema hasta por una cuestión de respeto por aquellos que trabajaron durante tantos años en un 
proyecto que, supongo, no debe de haber sido de fácil acuerdo. En segundo término, comparto la idea 
de contar con alguien que lo presente, una especie de defensor de la tesis. No sé cómo hacer para 
tener a alguien que nos asesore en esos puntos más controversiales porque la contratación de 
técnicos, expertos y asesores no es habitual en el Senado. No conozco que se haya contratado a 
alguien para casos como este. Hay que tener en cuenta que hay un tinte que es insustituible y sobre lo 
que nadie puede asesorarnos. Estuve pensando en algún servicio que pudiera brindarnos la Sala de 
Abogados del Palacio Legislativo, pero hay que tener en cuenta que no son especialistas en Derecho 
Procesal. Entonces, insistiría por el camino de quien fue Presidente y le preguntaría si le parece bien 
venir a presentar el proyecto de ley y evacuar todas nuestras dudas. Creo que el Presidente era el 
Juez Dardo Preza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- SÍ, así es. 
SEÑOR NIN NOVOA.- En definitiva, iría por ese camino en concordancia con los señores Senadores. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que el doctor Preza tiene la mejor disposición y voluntad para ayudar en 
todo lo que esté a su alcance. Recordemos que es Ministro del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo y no es menuda tarea venir a dictar una breve conferencia una vez por semana o dos 
veces por mes sobre cada uno de los aspectos del Código. Hay temas muy distintos: la garantía de la 
defensa, la organización del Ministerio Público, las cuestiones probatorias. En fin, pedir a una sola 
persona que tome a su cargo la exposición de todo esto puede significar poner sobre sus hombros una 
carga muy pesada. El doctor Preza siempre ha estado dispuesto; por lo tanto, quizás nos diga que sí, 
pero no hay que olvidar que es un fardo pesado que tiramos sobre sus hombros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como antecedente a destacar, recuerdo que en oportunidad de considerarse 
la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente puso a disposición de la Comisión todos sus técnicos, quienes 
colaboraron durante todas las sesiones en que analizamos el articulado. En función de ello, podríamos 
hablar con las autoridades de la Suprema Corte de Justicia para que designen a alguien que nos 
asesore; al margen de que nosotros encontremos a algún amigo, que forme parte del voluntariado, que 
desee colaborar. ¡Seguramente le gustará estar en la gestación de algo tan importante! Es claro que 
esta tarea no se va a tomar como una obligación funcional, pero quizá pueda ser considerada como 
una contribución o un mérito. 


SEÑOR PASQUET.- En línea de seguir tirando ideas como forma de avanzar, propongo hacernos un 
plan de trabajo para el mes siguiente; no sería tan ambicioso como para fijarnos uno de aquí a fin de 
año porque sabemos que ese tipo de planificaciones, máxime cuando está de por medio la actividad 
política, suelen quedar por el camino. Entonces, si de acuerdo con lo conversado, vamos a empezar a 
trabajar en el tema en la segunda mitad del mes de junio, habría que saber cuáles son los capítulos 
que, razonablemente, podemos tratar. Una vez definida esta cuestión, deberíamos proceder a su 
distribución en las fechas disponibles dentro del mes. Asimismo, solicitamos al señor Presidente de la 
Comisión que él mismo o los miembros que estén dispuestos y sean los más idóneos en tales 
capítulos, nos asesoren. De esta forma, la Comisión nos iría enviando a los miembros que nos puedan 
ilustrar mejor en cada uno de los temas que iremos abordando y a ellos les comunicaremos la 
planificación de nuestro trabajo con un mes de anticipación para que puedan ordenar su agenda y 
tomar las previsiones correspondientes. Mientras tanto, nosotros, nos someteríamos a esa mínima 
disciplina, que es prever el trabajo del mes siguiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considero que el equipo, en general, es sólido y está muy “afiatado”; 
trabajaron mucho juntos, por lo que existe gran sintonía entre ellos. 


De todas formas, creo que habría que hablar con el doctor Preza para conocer su opinión y 
analizar la posibilidad de comenzar a considerar el proyecto de ley en la primera semana del mes de 
junio. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Quizá podríamos empezar el martes 12 de junio. 


(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se hará la comunicación correspondiente al doctor Preza. 


Se pasa a considerar la Carpeta N* 759/2011, proyecto de ley relativo al Lavado de Activos y 
Crimen Organizado. Modificaciones a la normativa legal vigente. 


SEÑOR PASQUET.- Veo que este proyecto de ley tiene el apoyo de todos los partidos políticos, fue 
trabajado en la Comisión con la presencia de los Jueces especializados en crimen organizado, de 
representantes del Ministerio Público y Fiscal, y de la Suprema Corte de Justicia, o sea que viene con 
un trabajo preparatorio muy sólido detrás. 


Sin perjuicio de ello, tengo algunas dudas. Aquí se trata, en términos generales, de definir 
con mayor precisión y modificar en algún aspecto la competencia de los Juzgados Letrados 
Especializados en Crimen Organizado y de tomar alguna providencia para que cuenten con la 
colaboración de quienes puedan prestarla, por ejemplo, si es personal especializado del Estado y de 
las empresas públicas -y aun de las sociedades anónimas en las que el Estado tenga participación- a 
su requerimiento, van a tener que colaborar con ellos. Según parece, hasta el presente no lo hacen y 
se necesitaría una ley para obligarlos. 


En general son disposiciones de este tipo que, en lo personal, no me merecen ningún reparo. 
Lo único que encontré que me suscita algunas dudas es la disposición final del artículo 4". Allí se 
establece que los Juzgados Especializados en Crimen Organizado van a ser competentes en 
determinados asuntos “cuyo monto sea superior a US$ 20.000”. De esta manera, se liberan de 
cuestiones menores, por ejemplo, el caso de una coima de $ 100, lo que sería absurdo. Por esa razón, 
se establece que US$ 20.000 será el límite mínimo de su competencia. 


Sin embargo, en el inciso final se establece que “en los casos donde no haya o no se pueda 
determinar perjuicio económico, la sede especializada podrá solicitar competencia”. A continuación hay 
un punto, termina allí el artículo y luego se pasa al siguiente. 


Parece que este texto no es del todo satisfactorio porque ¿a quién le solicitan la 
competencia? ¿Al Juzgado que está instruyendo en el asunto en el momento en que el Juzgado 
Especializado en Crimen Organizado decide que quiere intervenir? Y si es así, ¿el Juzgado que recibe 
la solicitud está obligado a acceder? Aquí no se establece, simplemente dice que el Juzgado 
Especializado en Crimen Organizado puede pedirla, pero no que el otro Juzgado deba otorgársela. En 
consecuencia, se trabaría una contienda de competencias que tendría que ser resuelta por la Suprema 
Corte de Justicia. 


Además, el solo hecho de que un Juzgado pueda reclamar competencia en un asunto cuya 
jurisdicción natural corresponde a otro Juez, de por sí es espinoso. ¿Por qué motivo un Juez diría que 
él quiere asumir competencia en un asunto que está siendo investigado por el Juzgado Letrado de 
determinado lugar, que quiere que se lo lleven a él y se lo saquen al Juez que lo está investigando? 
Esto puede llamar la atención. No me parece para nada sencillo. 


Me parece que podríamos suprimir perfectamente este inciso o bien decir que en los casos 
donde no haya o no se pueda determinar perjuicio económico, la sede especializada podrá, por 
resolución fundada, solicitar a la Suprema Corte de Justicia que le confíe el conocimiento del asunto, 
estándose a lo que la Suprema Corte de Justicia resuelva. Entonces, si va a tomar competencia, que 
se lo haga saber a la Corte y que exponga las razones por las cuales quiere asumirla. De esta manera, 
se le da transparencia al asunto. Que sea la Corte la que decida y, si le parece que eso es lo que hay 
que hacer, que se lo comunique al Juzgado que esté conociendo en el asunto hasta ese momento. Así 
nos evitaremos cualquier hipotética contienda de competencia. 


Si fuéramos a modificar el proyecto de ley sancionado por la Cámara de Representantes en 
ese sentido, también se justificaría proponer alguna cuestión de estilo en el artículo 1%. Digo esto 
porque en el inciso final establece *...en tanto el mismo hubiera estado tipificado en las leyes del lugar 
de comisión y en las de nuestro ordenamiento jurídico interno”. No es de estilo redactar en primera 


persona las leyes, simplemente, tendría que establecerse: “en el lugar de comisión y en las del 
ordenamiento jurídico uruguayo.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone que el señor Senador Pasquet presente una nueva 
redacción, luego de cuya lectura procederíamos a la votación. 


SEÑOR PASQUET.- La nueva redacción sería la siguiente: “En los casos donde no haya o no se 
pueda determinar perjuicio económico, la sede especializada podrá, por resolución fundada, solicitar a 
la Suprema Corte de Justicia que le asigne competencia en el asunto, estándose a lo que ella 
resuelva.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. Respecto a la parte final del artículo 1%: ¿cuál sería la 
modificación, señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Donde dice “nuestro ordenamiento jurídico interno”, se suprimiría la palabra 
“nuestro” y el término “interno” cambiaría por “uruguayo”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con esta nueva redacción, estamos en condiciones de proceder a la votación 
de la totalidad de los artículos. 


(Se vota:) 
-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


A continuación corresponde considerar la Carpeta N* 571/2011, Legítima Defensa, proyecto 
de ley presentado por el señor Senador Gallinal. La Mesa propone que se posponga su consideración 
hasta que el señor Senador regrese de su licencia. 


SEÑOR DA ROSA.- Sin perjuicio de coincidir en la sustancia del proyecto de ley relativo a la 
ampliación de las bases o criterios de presunción de la legítima defensa, creo que habría que hacer, 
antes que nada, un especial pronunciamiento puesto que en la Cámara de Representantes 
actualmente hay una Comisión que está estudiando las modificaciones al Código Penal. El tratamiento 
de esta iniciativa implica, obviamente, una modificación a ese Código porque, si bien no está referida a 
ningún delito en especial, introduce modificaciones al artículo 26 que es el que refiere a la legítima 
defensa. Por lo tanto, me parece que lo primero que hay que hacer es decidir entre los miembros de la 
Comisión y el autor de la propuesta -obviamente que para resolver debe estar presente el señor 
Senador Gallinal- si se sigue adelante con este tema o se lo deriva hacia esa Comisión que está 
trabajando en las modificaciones del Código Penal. Creo que primero debemos asumir posición sobre 
ese tema para luego, eventualmente, continuar con la consideración del asunto de acuerdo al proyecto 
presentado. 


Recuerdo que días pasados se hizo una primera presentación del tema con una exposición 
de parte del señor Senador Gallinal y varios de nosotros hicimos comentarios sobre la mayor o menor 
coincidencia con el proyecto de ley. Sin embargo, me parece que también es bueno que tengamos 
presente que existe esta Comisión que está estudiando las modificaciones al Código Penal. En 
consecuencia, creo en presencia del señor Senador Gallinal deberíamos definir si comenzamos a 
considerar el proyecto relativo a la legítima defensa en este ámbito o si lo pasamos a la Comisión de la 
Cámara de Representantes para que lo analice junto a las otras modificaciones que se pretende hacer 
al Código Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que esperemos a que el señor Senador Gallinal se reintegre de su 
licencia porque las circunstancias han variado bastante. 


En lo personal, siempre he sido partidario de no hacer modificaciones aisladas cuando se 
está analizando hacerlo en forma integral respecto a todo un Código; por lo menos parece de mejor 
técnica legislativa. Sin embargo, hay temas que tienen tanta actualidad, que no pueden esperar a que 
la Comisión termine con una tarea que le va a insumir mucho tiempo. Nosotros lo sabemos porque 


tenemos la experiencia del Código del Proceso Penal y si se considera que el proyecto es bueno. 
quizás lo mejor sea considerarlo y votarlo. Esperar a que se haga una modificación de la totalidad del 
Código sería como condenar esto a la desaparición práctica. 


Reitero mi sugerencia de esperar a que retorne el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Es bueno recordar que la Secretaría hizo un trabajo comparativo en el que 
figura el proyecto de ley presentado por el señor Senador Gallinal, el de reforma que está analizando la 
Cámara de Representantes y el Código Penal vigente. De esta forma, se puede ver con nitidez cuáles 
son las diferencias que hay que considerar. Hace quince días recibimos aquí a la Suprema Corte de 
Justicia que dio su opinión sobre esto, sobre todo en lo que respecta a la ampliación del criterio de la 
morada, que el señor Senador Gallinal también extiende al comercio. Toda esa discusión y las 
posiciones expuestas están en la versión taquigráfica, por lo que cada uno sacará las conclusiones que 
crea convenientes. Reitero que tenemos a disposición un trabajo muy interesante que ha hecho la 
Secretaría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, en estos días estamos analizando otro proyecto de ley que pretende 
habilitar los allanamientos nocturnos, entendiéndose que cuando hay un expendio de pasta base la 
morada se debe asimilar a un comercio. Estamos cambiando un poco todos los conceptos. 


En definitiva, veremos ese tema cuando regrese el señor Senador Gallinal. 
SEÑOR MORELLI.- ¿Quedaría en el orden del día de la sesión de la próxima semana? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el tema quedará para la sesión a realizar dentro de dos semanas, 
señor Senador, que es cuando se reintegra a la Comisión el señor Senador Gallinal. 


También tenemos la Carpeta N* 584/2011, Ley Orgánica de la Judicatura y de Organización 
de los Tribunales, proyecto de ley que también fue presentado por el señor Senador Pasquet. 
Recuerdo que estuvieron los representantes de la Suprema Corte de Justicia en esta Comisión 
brindando su opinión. 


No sé si los señores Senadores desean considerarla ahora o que se postergue. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que estamos en una situación similar a la de la semana pasada cuando, 
ante la ausencia de varios titulares de la Comisión y a falta de decisión expresa de la respectiva 
Bancada, habíamos acordado dejar el tema para la siguiente reunión. Creo que el mes siguiente ya 
estaremos funcionando en condiciones más normales, por decirlo de alguna manera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien, señor Senador. 


Quedarían ahora las siguientes Carpetas: la N* 837/2012, Defensor Nacional del Medio 
Ambiente, el Territorio y el Patrimonio Cultural y Artístico, proyecto de ley presentado por los señores 
Senadores de Alianza Nacional; la N* 841/2012, Pedidos de Informes formulados por Legisladores, 
presentada por el señor Senador Pasquet; y la N* 845/2012, Mensaje y proyecto de ley remitido por el 
Poder Ejecutivo relativo al Tráfico Ilícito de Armas, por el que se tipifican delitos y se modifica el 
artículo 365 del Código Penal. 


Pienso que deberíamos estudiar un poco estas tres carpetas, dejarlas en el orden del día de 
la sesión de la próxima semana para entonces empezar a considerarlas y seguir adelante. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera presentar muy brevemente el proyecto de ley al que acaba de hacer 
referencia el señor Presidente relativo a los pedidos de informes de los Legisladores. 


Lo que se pretende con esta iniciativa es, simplemente, equiparar el régimen que tenemos 
los Legisladores al que tiene cualquier persona en el marco de la Ley de Acceso a la Información 


Pública. Curiosamente, estamos en inferioridad de condiciones ya que, lejos de tener un estatuto 
privilegiado para pedir información al Estado, tenemos uno inferior al de cualquier persona y no digo 
cualquier ciudadano porque la Ley de Acceso a la Información Pública permite que cualquier persona, 
sea o no ciudadana, sea o no nacional -uruguayo- resida o no en el territorio nacional, pida información 
al Estado en condiciones mucho más beneficiosas que las que tiene alguien como Legislador, que 
solicita información para cumplir con sus obligaciones. Si una persona que reside, por ejemplo, en 
China manda un mail a una oficina pública pidiendo informes sobre tal o cual tema, le deben responder 
en 20 días. Sin embargo, si lo hace un Legislador, el Estado puede tomarse 45 días hábiles para 
contestar. Y después hay que reiterar el pedido; mejor dicho, la oficina requerida puede pedir un tiempo 
adicional para contestar, si la solicitud es muy compleja. En ese segundo plazo de que dispone el 
requerido para producir la información, lo que le queda al Legislador es solicitar que su Cámara haga 
suyo el pedido y, entonces, vuelve a correr otro plazo que -según creo- es de 30 días. En definitiva, se 
dispone de 105 días hábiles para responder a los Legisladores, mientras que para la persona de mi 
ejemplo imaginario el plazo sería de 20 días y otros 20 días más si se reitera la solicitud, y además 
existe -algo que nosotros no tenemos- la posibilidad de recurrir a un Juzgado para reclamar la tutela 
jurisdiccional a fin de solicitar que el Juez cite al Estado y después de escucharlo -como corresponde, 
naturalmente- si entiende que es lo que debe hacerse, lo condene a brindar la información solicitada. 
En consecuencia, es un mecanismo muchísimo más potente, de plazos mucho más breves que los 
que tenemos los Legisladores. Por lo tanto, planteo equiparar al Legislador a esas otras personas que 
pueden pedir la información de acuerdo con la Ley de Acceso a la Información Pública. Nada más que 
eso. Pretendemos quedar en las mismas condiciones, no en mejores. Me podrán decir que basta 
con que el Legislador pida la información simplemente como una persona común para obtener los 
mismos resultados, pero hay diferencias, porque el Legislador puede, llegado el caso, hacer un planteo 
político en la Cámara a la que pertenece, pedir que concurra el Ministro a una Comisión o llamarlo a 
Sala, hipotéticamente. Es cierto que en la práctica esto no ocurre porque nunca hacemos esas cosas 
cuando no se contestan los pedidos de informes, pero la posibilidad está latente y está consagrada en 
la ley que regula los pedidos de informes formulados por los Legisladores. De manera que no veo por 
qué tendríamos que abdicar de eso, es decir, de la posibilidad de hacer jugar otros mecanismos de 
control político si nuestra solicitud de información no es debidamente evacuada. 


Entonces, en caso de aprobarse el proyecto de ley que estamos presentando, el Legislador, 
en su condición de tal, pediría los informes y le quedarían las dos vías abiertas: la vía que tiene 
cualquier persona de ir a la Justicia si no le informan como ella pide, o la vía que tienen propiamente 
los Legisladores, de formular los planteos políticos que entienden que corresponden. No habría allí 
ninguna posibilidad de que el organismo al que se le pide la información se confunda y diga que, como 
el Legislador se presentó sin invocar su condición de tal sino apelando simplemente a la Ley de Acceso 
a la Información Pública, no advirtió de quién se trataba y no evacuó su solicitud con la urgencia que el 
caso hipotéticamente reclamaba, etcétera. Por el contrario, el Legislador va y dice que es en tal 
carácter que pide la información, o sea que avisa al destinatario que quien le está solicitando la 
información es alguien que se sienta aquí y que puede mañana llamarlo a responsabilidad -de manera 
que está garantizada la transparencia del mecanismo que se usa- pero los plazos son más breves - 
veinte días en primer lugar y otros veinte días después- y luego existe la posibilidad de ir a la Justicia, 
que me parece que es la garantía final para quien está pidiendo información. 


Ese es, en definitiva, el contenido del proyecto que tienen los señores Senadores sobre la 
mesa y que, por cierto, me gustaría tratar tan pronto como se esté en condiciones de hacerlo porque, 
en la medida en que nos equipara con los comunes -es decir que no nos da ningún privilegio sino que 
nos da los derechos que ya tienen todos- no me imagino que pueda merecer reparos. 


SEÑOR MORELLI.- Lamento no tener el repartido sobre la mesa, pero, sinceramente, la posibilidad de 
equiparar al Legislador a un ciudadano cualquiera, es decir, de darle el derecho de ir a la Justicia 
después de que se cumplan los plazos previstos, me produce un poco de temor porque, en los hechos, 
un Poder del Estado estaría dirimiendo una desinteligencia o una falta de un Poder frente a otro. 
Quizás podría buscarse alguna otra fórmula que no sea ir a la Justicia porque ¿qué tiene que ver el 
Poder Judicial en un tema entre el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo? 


SEÑOR PASQUET.- En realidad, no es un asunto entre Poderes porque cuando el Legislador pide 
informes, lo hace a título individual. No los pide el Poder Legislativo; los pide el propio Legislador, salvo 
cuando la Cámara hace suyo el pedido. Esto no ocurre cuando el Legislador realiza el pedido 
individualmente, que sería el mecanismo aquí utilizado. De manera que no hay una controversia entre 
Poderes ni un problema institucional; simplemente, se trata de una repartición pública que no contesta 


un pedido de informes. Además, ya hoy puede pasar esto. Si un Legislador opta por realizar el pedido 
por la Ley de Acceso a la Información Pública, sin invocar su condición de tal, y no le dan la 
información, puede ir a un Juzgado; no hay ninguna razón para que esto no funcione. Es decir que no 
estamos agregando nada; simplemente estamos haciendo que converjan dos regímenes paralelos y 
evitando sorpresas, como, por ejemplo, que mañana un Ministro argumente que no le dijeron que el 
pedido era formulado por el Senador tal o el Diputado cual, que se perdió en el trámite burocrático y 
que si lo hubiera sabido, habría actuado de otra manera. Aquí estamos dando la máxima transparencia, 
es decir, el Legislador lo pide como tal, pero los plazos son los previstos en la Ley N* 18.381. No es 
nada más que eso. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En el mismo sentido de lo que planteaba el señor Senador Morelli, me 
imaginaba cómo sería la operativa: el Legislador haría un pedido de informes; si no se lo contestan, lo 
reiteraría, y luego iría a la Justicia. Pero ¿la idea es que la Justicia simplemente conmine al Poder 
requerido del Estado a que conteste el informe? 


SEÑOR PASQUET.- El proyecto de ley se remite a las normas correspondientes de la Ley N* 18.381; 
en concreto, alude al “procedimiento establecido por los artículos 25 y siguientes de la Ley N* 18.381 
de 17 de octubre de 2008.” Quiere decir que no innovamos absolutamente en nada. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En lo personal, pienso que el temor que plantea el señor Senador Morelli es 
válido. ¿No será que de esta forma empezamos -como se dice habitualmente- a judicializar 
la política y a provocar que todas estas cosas se pasen a dirimir en los Juzgados? Me parece correcto 
lo relativo a los plazos, pues pienso que tendría que haber plazos determinados y su inobservancia 
debería terminar en sanciones concretas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Porque la no respuesta a los pedidos de informes no tiene sanción. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Sí, porque no hay sanción y, entonces, un pedido de informes se responde o 
no. Tal vez se podría trabajar por ese lado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La diferencia con el ciudadano común es que el Legislador tiene la posibilidad 
de acceder a otras instancias parlamentarias. Si no nos responden el pedido de informes, podemos 
plantearlo en la Comisión, llamar a Comisión General o pedir una interpelación. Según las experiencias 
que todos tenemos, la respuesta a los pedidos de informes llega tarde, mal o nunca; en la práctica, 
realmente así ocurre. Reitero que el ciudadano común no tiene iguales posibilidades que nosotros en el 
sentido de acceder a instancias parlamentarias para responsabilizar a quienes nos niegan o dilatan la 
información. 


SEÑOR DA ROSA.- Como dice el señor Presidente, este tema es muy viejo; me refiero a los pedidos 
de informes que se elevan, algunos de los cuales son respondidos, otros nunca lo son o, incluso, a 
veces nos consideramos con suerte tan solo cuando llega alguna respuesta, tarde, pero respuesta al 
fin. 


En realidad, quienes hemos estado en la función ejecutiva, también hemos visto este tema 
desde el otro lado del mostrador. Desde ese punto de vista, comparto la preocupación que plantea el 
señor Senador Pasquet porque, de alguna manera, la norma constitucional pierde su razón de existir 
en la medida en que no se actúa de acuerdo con la intención del constituyente, que consiste en 
responder al Legislador que pide los informes correspondientes. De cualquier manera, me gustaría 
estudiar más detenidamente el tema. 


Por otro lado, tengo ciertas dudas respecto a la constitucionalidad de la iniciativa, porque se 
trata de una norma especificamente regulada en la Constitución que tiene que ver con las 
competencias del Legislador. Precisamente, el constituyente no previó otra cosa que lo que allí está 
establecido. Creo que el gran tema pasa por interpretar la voluntad del constituyente y, en lo personal, 
tengo dudas en cuanto a si es posible hacer una extensión de la norma o generar una consecuencia 
que no esté prevista en la Constitución. Ahora bien, si mañana el constituyente reforma la Carta y 
establece una norma en ese sentido, no me cabe ninguna duda de que lo puede hacer; reitero que 
tengo mis reparos en esa materia pero no puedo dar una posición más terminante porque antes tendría 


que leer de manera más detenida el proyecto de ley. En concreto, me genera dudas la posibilidad de 
interpretar la norma extendiendo las alternativas que tiene el Legislador en lo que hace al pedido de 
datos o informes. 


Repito que hago este planteo sin discutir para nada la razón de fondo que plantea el señor 
Senador Pasquet y pienso que habría que buscar alguna fórmula que permitiese que eso no sucediera 
porque, en la medida en que ocurre, la intención del constituyente se ve totalmente burlada en virtud de 
que la norma no cumple los efectos que en realidad busca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, analizaríamos este tema en la 
próxima reunión. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 35 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


